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Tras el conocimiento de los millonarios convenios firmados por la Seremi de Vivienda de Antofagasta 
con la fundación “Democracia Viva”, estrechamente relacionada con el partido Revolución Demo-
crática, se han abierto una serie de nuevas indagatorias sobre casos similares en distintas regiones 
del país, lo cual deja en entredicho al Frente Amplio -la coalición de Gobierno- y golpea a la actual 
administración. 

Desde una perspectiva tanto judicial, como política, es imprescindible que se establezcan las respon-
sabilidades y se señalen claramente aquellas actividades constitutivas de delito. 

Lo que parece olvidarse es que con este tipo de acciones quienes pagan el mayor costo son las 
personas más vulnerables, a las cuales el Estado no puede llegar en tiempo y forma adecuadas. De 
ahí el valor de las organizaciones de las sociedad civil -o fundaciones-, que suplen estas falencias con 
oportunidad y especialización.

Este es uno de los temas que aborda el Director Ejecutivo del Centro de Políticas Públicas UC, Ignacio 
Irarrázaval, quien plantea en estas páginas la relevancia de potenciar y facilitar la relación colaborati-
va entre estas organizaciones y el Estado en la búsqueda del bien común.

En tanto, poner en juicio el rol subsidiario del Estado resulta poco sensato cuando observamos poca 
eficiencia en el gasto y falta de probidad. Un análisis del monitoreo de los programas estatales, que 
incluimos en la presente edición, revela que más de un 50% de ellos presentan alguna deficiencia en 
alguno de los criterios que se evalúan.

De la misma manera, la destrucción del patrimonio de Enami en los últimos meses, análisis que 
encontrarán en Temas Públicos, también es una muestra de la importancia del buen uso de los recur-
sos públicos y de la poca conveniencia de tener un Estado empresario.

En otro tema, este mes realizaremos junto a la Facultad de Educación de la UDD, la XIII versión del 
seminario “Calidad y gestión en educación”, que contará con la exposición del experto, Michael J. Petrilli. 
En entrevista con Revista LyD, Petrilli señala que es necesario dar a los alumnos tiempo adicional para 
recuperar lo perdido durante la pandemia a través de una serie de opciones para ello.

También incluimos las ya tradicionales secciones Gimnasia Política, Congreso y Actividades, además de 
En imágenes, donde registramos el seminario de Coyuntura Política y Económica del primer semestre.
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EVALUACIÓN DE LOS 
PROGRAMAS ESTATALES: 

1. Proceso esencial para el buen uso de 
los recursos públicos
El objetivo del proceso de monitoreo de programas es 
generar información para evaluar el desempeño de 
los programas financiados con recursos públicos y de 
esta forma mejorar la calidad y eficiencia en su uso. Es 
importante señalar que esta es una información nece-
saria para elaborar el proyecto de Ley de Presupuestos 
2024.

Desde el año 2012 la Dirección de Presupuesto (DIPRES) 
y la Subsecretaría de Evaluación Social (SES) compar-
ten la responsabilidad de llevar a cabo el proceso de 
evaluación y monitoreo de los programas públicos. 
En este proceso la SES se hace cargo del seguimien-
to de la oferta social y la DIPRES de la no social. Este 
procedimiento comprende tres instancias distintas e 
independientes: la evaluación de los programas refor-

mulados o nuevos (ex ante), el monitoreo de progra-
mas (ex dure) y la evaluación de impacto (ex post). Sólo 
nos enfocaremos en las dos primeras, que son las que 
se ocupan del diseño del programa y monitoreo de la 
oferta programática.

Para ello, la Ley 20.530 de 2011, que crea el Ministerio 
de Desarrollo Social y Familia, define conceptualmente 
a un programa como un conjunto de actividades nece-
sarias, integradas y articuladas destinadas a proveer 
ciertos bienes y/o servicios con el propósito de resol-
ver un problema para una población objetivo. Su dise-
ño se basa en una “hipótesis de cambio”, esto es, un 
supuesto de cuáles son las acciones y mecanismos que 
le permitirían cumplir con su propósito.

El Gobierno publicó los resultados del proceso de evaluación y monitoreo 
de los programas sociales y no sociales 2022. Ellos no son buenos: se 

duplicó el número de programas estatales que presentan deficiencias y 
más de la mitad de ellos tiene problemas de focalización o priorización. 
Esto equivale a miles de millones de dólares del presupuesto fiscal que 

podrían mejorar su eficiencia. Esta realidad debe ser parte de la discusión 
en torno a aumentar los impuestos que propone La Moneda.

4 PUNTOS
RELEVANTES
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2. Evaluación ex ante: 44% de los progra-
mas no sociales tienen objeciones
El principal objetivo de la evaluación ex ante es deter-
minar si el diseño del programa nuevo o reformulado 
cuenta con un diagnóstico apropiado para identificar 
el problema que se quiere abordar, si presenta una 
correcta identificación de la población objetivo, también 
evalúan sus objetivos, su estrategia, componentes y si 
el diseño permite llevar a cabo un seguimiento. A partir 
de ahí, un programa puede ser recomendado favora-
blemente (RF); objetado técnicamente (OT) o con falta 
de información (IF). 

Se debe tener en cuenta que a la fecha sólo se han 
entregado los resultados de la evaluación ex ante 2022 
de los programas no sociales.

Los resultados 2022 sugieren que existe un importan-
te número de programas con elementos a mejorar: 34 
de los 77 programas no sociales analizados en 2022 
fueron objetados técnicamente (OT). Esto quiere decir 

Gráfico N°1: Evaluación ex 
ante programas no sociales, 
2018 - 2022

Fuente: elaborado a partir 
DIPRES.

Recomendado 
favorablemente 

Objetado 
técnicamente

que un 44% de los programas nuevos o reformulados 
evaluados no estarían cumpliendo con los requisitos 
fundamentales para su correcto funcionamiento y, por 
tanto, requieren de modificaciones para poder cumplir 
con el propósito para el cual fueron creados. 

3. Monitoreo: 368 de 700 programas 
presentan problemas en los criterios 
en los que se evalúan
El sistema de monitoreo (ex dure) consiste en generar 
información acerca del desempeño e implementación 
de los programas financiados con recursos públicos, 
esto incluye los programas sociales y no sociales. En 
este proceso se evalúan los programas a partir de los 
criterios de focalización (determina si la población a 
beneficiar está dentro de la población objetivo y si los 
criterios de priorización lo permiten), eficacia (mide el 
cumplimiento de los objetivos planteados), eficiencia 
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sociales y no sociales 
monitoreados
(2012-2022)

Fuente: SES-DIPRES, Monitoreo 
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(toma en cuenta la ejecución presupuestaria). También 
identifica si el programa fue afectado por el contexto 
sanitario provocado por el COVID-19. No obstante, 
para este análisis se consideran solo los indicadores de 
focalización y el de propósito (eficacia).

Un primer hallazgo respecto al monitoreo es que los 
programas sociales que pasan por este proceso han 
aumentado de forma importante durante el último 

tiempo. Entre los años 2012 y 2022 la oferta progra-
mática creció de 478 a 700 programas, de los cuales, 
484 (70%) son sociales y 216 (31%) no sociales. La baja 
de 489 a 484 programas sociales entre 2021 y 2022 se 
debió principalmente a que se eliminaron programas 
que fueron aplicados durante la emergencia sanitaria.

También es posible analizar el destino de los recursos. 
La dimensión de programas sociales con más recursos 
ejecutados en 2022 fue educación con un 37% respec-
to al total (MM$ 12.233.212). En segundo lugar, se 
ubicó la dimensión trabajo con un 32% respecto al total 
(MM$ 10.538.991). En tercer lugar, con un 12% respec-
to al total de presupuesto ejecutado (MM$ 3.889.875) 
se posiciona la dimensión ciudad. En cuarto lugar se 
encuentra salud con MM$ 1.918.994 y 6% respecto al 
total. Sin embargo, se debe tener en cuenta que estos 
recursos no consideran como programa el financia-
miento del servicio hospitalario estatal.

A su vez, el proceso de evaluación y monitoreo eviden-
cia que la oferta programática presenta una importan-
te fragmentación, pues gran parte de los programas 
son pequeños: del total monitoreado, 303 programas 
(un 43%) ejecuta menos de $2.000 millones al año. 

También se observa que hay varios programas que, 
proviniendo de distintas instituciones, tienen propósi-
tos similares, lo que podría llevar a ineficiencias y dupli-
cidad de funciones. Entre los 10 problemas a los que 
se les asigna más recursos, por ejemplo, hay 44 inicia-
tivas para promover la producción científica y tecnoló-
gica, que provienen de seis ministerios y fundaciones. 

Gráfico N°3: Dimensiones de la oferta programática, 2022

Fuente: SES-DIPRES, Monitoreo Oferta Pública 2022.
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Monitoreo Oferta 
Pública 2022.

CUADRO N°1: 10 PROBLEMAS A LOS QUE MÁS SE ASIGNAN RECURSOS

Problema
Programas 
(cantidad) 

Ministerios y 
fundaciones

Presupuesto ejecutado 
2022 (MM$)

Barreras de acceso/continuidad a la educación escolar 22 2 8.316.391

Inseguridad social 15 1 7.738.162

Barreras de acceso/continuidad a la educación superior 24 4 2.569.914

Déficit cuantitativo de vivienda 7 1 1.725.287

Problemas de salud 27 3 1.612.934

Precariedad del empleo 7 3 1.406.891

Problemas de inserción al mercado laboral 30 4 1.343.552

Deficiencias en las formas de movilidad y la conectividad 3 1 1.156.598

Barreras de acceso y calidad de la educación parvularia 9 3 861.956

Insuficiente investigación y producción científica, tecnológica e innovación 44 6 677.589

De los 700 programas analizados, los que en conjunto 
suman un presupuesto de US$ 38.908 millones, 

se presentan 133 programas con deficiencia en la 
focalización, 226 programas con deficiencias en los 
criterios de priorización y 136 programas presentan 

alguna deficiencia en la formulación del indicador de 
propósito. En total, un 51% de los programas presentan 

alguna deficiencia en alguno de los criterios que se 
evalúan y se destinan a ellos US$ 22.865 millones. 
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Se debe tener en cuenta que el análisis integrado de 
la oferta programática debiera permitir fortalecer las 
instancias de coordinación y colaboración de las polí-
ticas públicas, de manera de minimizar ineficiencias y 
alinear esfuerzos. 

En relación con los resultados del proceso de monito-
reo de programas 2022, de los 700 programas analiza-
dos, los que en conjunto suman un presupuesto de US$ 
38.908 millones (aprox. US$2.000 por persona al año), 
se presentan 133 programas con deficiencia en la foca-
lización , 226 programas con deficiencias en los criterios 
de priorización  y 136 programas presentan alguna defi-
ciencia en la formulación del indicador de propósito. En 

Fuente: elaborado 
a partir de 
SES-DIPRES, 
Monitoreo Oferta 
Pública 2022.

total, un 51% de los programas (358) presentan alguna 
deficiencia en alguno de los criterios que se evalúan y se 
destinan a ellos US$ 27.969 millones (aproximadamente 
9,3% del PIB). 

También se debe tener en cuenta que varios progra-
mas no reportan o entregan la información de mane-
ra deficiente. Teniendo esto en consideración, sólo 
221 programas (32%), que se asignan en su conjunto 
US$ 6.437 millones, cuentan con todos los indicadores 
evaluados de manera correcta, es decir, no presentan 
deficiencia en focalización, tampoco tienen deficiencias 
en priorización y el indicador de propósito está formu-
lado correctamente. 

Entre el proceso 2021 y 2022, el número de programas 
con indicadores mal evaluados se duplicó, pasando de 
159 programas con alguna deficiencia (23% del total) a 
358 en la misma situación (51%). 

El resultado del proceso de monitoreo 2022 evidencia que 
varios programas presentan importantes deficiencias en 

los indicadores de focalización o eficacia, lo que amenaza 
el cumplimiento de los propósitos para el cual fueron 

creados y el buen uso de los recursos que el Estado recauda 
de los chilenos a través de los impuestos. 

CUADRO N°2: PRINCIPALES RESULTADOS DEL MONITOREO DE PROGRAMAS 2022

 Programa Ppto.
Presupuesto ejecutado 

2022 (MM$)
EVALUACIÓN CRITERIOS DE FOCALIZACIÓN 22 2 8.316.391

Sin deficiencias en focalización 2022 415 21.762.471 25.603

Con deficiencias en focalización 2022 133 2.744.735 3.229

No presenta información para evaluar 23 56.050 66

No aplica 129 8.508.824 10.010

EVALUACIÓN CRITERIOS DE PRIORIZACIÓN 7 3 1.406.891

Sin deficiencias en priorización 2022 358 7.606.738 8.949

Con deficiencias en priorización 2022 226 15.977.837 18.797

No presenta información para evaluar la priorización. 24 170.827 201

No aplica 92 9.316.677 10.961

EFICACIA 22 2 8.316.391

El indicador de propósito está correctamente formulado 556 23.177.434 27.268

El indicador de propósito está formulado de manera deficiente 136 9.879.787 11.623

No reporta indicador de propósito 8 14.859 17

PROGRAMA QUE TIENE ALGÚN PROBLEMA 27 3 1.612.934

Solo con deficiencia en focalización 40 381.116 448

Solo con deficiencia en priorización 123 11.845.785 13.936

Solo con deficiencia en formulación del indicador de propósito 73 7.073.289 8.322

Tiene más de una deficiencia 122 4.473.492 5.263

TOTAL PROGRAMAS CON ALGUNA DEFICIENCIA 358 23.773.682 27.969

% DEL TOTAL (51%) (72%) (72%)
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1 Esto se establece a partir de la implementación de la Ley 20530 de 2011 que crea el Ministerio de Desarrollo Social y Familia (MDSyF). Luego, el decreto 5 de 
MDSyF de 16 de noviembre de 2021 formaliza la metodología de monitoreo y evaluación ex ante de programas sociales.
2 Todas las estimaciones de esta sección se realizan a partir de la base de datos del monitoreo. 
3 No considera el otro indicador de propósito, ya que mide si mejora, se mantiene o empeora respecto al período anterior. El foco de la eficiencia es medir si el 
indicador de propósito de este período esta formulado correctamente. 
4 Con deficiencias en focalización se refiere a que los criterios de focalización aplicados no permitieron o permitieron parcialmente garantizar que la población 
que fue beneficiada por el programa correspondía a la que presentaba el problema. Deficiencias mayores refieren a problemas en la cuantificación de la pobla-
ción objetivo respecto a la población potencial y problemas respecto a la definición de los criterios de focalización propuestos, y si estos permiten determinar si la 
población objetivo presenta efectivamente el problema identificado por el programa. En tanto, las deficiencias menores refieren a la coherencia de la descripción 
de la población objetivo con la población potencial, la claridad y precisión de los criterios de focalización presentados, y confiabilidad de la fuente de información 
utilizada para cuantificar a la población objetivo. DIPRES (2023), “Publicación de resultados de monitoreo y seguimiento de programas gubernamentales”. DIPRES y 
SES”. Mayo, 2023. Pág. 16.
5 Criterios de priorización: se evalúa si los criterios utilizados por el programa permitieron ordenar a la población beneficiada. DIPRES (2023). Op cit. Pág. 17. 
6 Busca determinar si los indicadores de propósito son pertinentes para medir la eficacia del programa. DIPRES (2023). Op cit. Pág. 22.

Fuente: elaborado 
a partir de 
SES-DIPRES, 
Monitoreo Oferta 
Pública 2022.

CUADRO N°3: COMPARACIÓN RESULTADOS DEL MONITOREO DE PROGRAMAS 2021 Y 2022

 
Programas 

2021

Ppto. 2022 
Ejecutado
(MM$2023)

Programas 
2022

Ppto. 2022
Ejecutado

(MM$2023).
PROGRAMA QUE TIENE ALGÚN PROBLEMA 129 8.508.824 10.010 8.508.824

Solo con deficiencia en focalización 28 192.425 40 381.116

Solo con deficiencia en priorización 14 153.079 123 11.845.785

Solo con deficiencia en formulación del indicador de propósito 97 5.681.745 73 7.073.289

Tiene más de una deficiencia 20 5.975.942 122 4.473.492

TOTAL PROGRAMAS CON ALGUNA DEFICIENCIA 159 12.003.191 358 23.773.682

% DEL TOTAL (23%) (27%) (51%) (72%)

4.  Antecedentes necesarios para la 
discusión tributaria y constitucional
El resultado del proceso de monitoreo 2022 evidencia 
que varios programas presentan importantes deficien-
cias en los indicadores de focalización o eficacia, lo 
que amenaza el cumplimiento de los propósitos para 
el cual fueron creados y el buen uso de los recursos 
que el Estado recauda de los chilenos a través de los 
impuestos. 

Es importante indagar a qué se deben estos resultados 
deficientes y valorar que contemos con un proceso de 
monitoreo que permita dar cuenta de la existencia de 
falencias en el diseño de los programas. Solo teniendo 
un diagnóstico preciso es posible avanzar en mejorar la 
oferta de programas estatales.

Los resultados 2022 sugieren que existe un importante 
número de programas con elementos a mejorar: 34 de 

los 77 programas no sociales analizados en 2022 fueron 
objetados técnicamente. 

Asimismo, a partir de estos resultados se observa que 
existe un importante espacio para una mayor articula-
ción y coordinación de la oferta programática. Es por 
esta razón que el Estado debiera seguir reforzando 
este tipo de procesos y la discusión de la Ley de Presu-
puesto 2024 es un buen espacio para revertir la dilu-
ción de esfuerzos que apuntan a resolver un mismo 
problema.

Finalmente, y a pesar de la importancia que tiene toda 
la información que proviene de este proceso, aún falta 
que esta información sea más y mejor utilizada. En ese 
sentido, estaba la idea de crear un Consejo de Servi-
cios de Evaluación Legal y de Políticas Públicas autó-
nomo -iniciativa que no prosperó en el anteproyecto 
de nueva Constitución de la Comisión Experta- el cual 
debiera ser retomado. Una institución de este tipo 
ayudaría a formular recomendaciones para mejorar 
las políticas públicas a partir de este tipo de evidencia, 
daría mayor eficiencia del gasto público y daría más 
legitimidad ciudadana a la discusión tributaria.
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A raíz de la detección de millonarias transferencias 
desde la Seremi de Vivienda de Antofagasta y la 
fundación Democracia Viva (Revolución Democrática), 
que dio pie a una seguidilla de denuncias, el Gobierno 
formó la Comisión Ministerial para la Regulación de 
la Relación entre las Instituciones Privadas sin Fines 
de Lucro y el Estado. Uno de sus cinco integrantes es 
el Director del Centro de Políticas Públicas, Ignacio 
Irarrázaval, quien en esta entrevista nos da su impre-
sión sobre el caso y plantea que hubo importantes 
falencias en los mecanismos de control, situación 
que a su juicio debe ser subsanada, poniendo el foco, 
entre otras cosas, en la evaluación de proyectos y en 
la eficiencia de los programas estatales.  

¿Cuál es su diagnóstico inicial sobre el llamado caso 
Democracia Viva y otros que se han denunciado con 
el correr de los días a partir de éste?

Creo que es un suceso muy lamentable, pues pone en 
tela de juicio el invaluable aporte que día a día hacen 
más de 30.000 fundaciones y asociaciones en nuestro 
país. 

El mandato de nuestra comisión no es fiscalizar o 
analizar un caso, sino hacer un diagnóstico y propues-
tas respecto a la relación de colaboración entre Esta-
do y organizaciones de la sociedad civil (OSC). 

¿En qué contexto se permiten estas asignaciones 
directas?

Considero que la facultad que el Estado tiene de 
hacer asignaciones o tratos directos es necesaria. 
Hace algunos años atrás, me tocó estar en el aluvión 
de Chañaral, en ese momento el Ministerio de Vivien-
da asignó recursos a Techo para proveer viviendas de 
emergencia, lo cual parece obvio y necesario. 

“EL TRABAJO DE LAS OSC 
NO SÓLO COMPLEMENTA LA 
LABOR DEL ESTADO, SINO 
QUE MOVILIZA EL INTERÉS 
PÚBLICO PARA POSICIONAR 
PROBLEMAS Y SOLUCIONES 
DE NUESTRA SOCIEDAD”

Ignacio Irarrázaval:

1 0
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Sin embargo, esos tratos directos deben ser excep-
cionales, estas situaciones deben estar tipificadas y 
sujetas a ciertos ámbitos de acción, procedimientos 
de ejecución y rendición de cuentas. El “Programa de 
Asentamientos Precarios”, destinado a prevenir estas 
situaciones o a mejorar las condiciones de vida de las 
personas que viven en ellos, por su propio nombre 
precisa que no es una situación excepcional, de 
hecho, este programa viene desde 2011. 

¿Hay un vacío normativo, fallas en la regulación o 
estamos en presencia de ilícitos? 

Considero que en términos generales no hay una falta 
de normativa. La glosa presupuestaria que permi-
te este tipo de transferencias fue aprobada por la 
Comisión Mixta de Presupuestos y están sujetas a la 
Ley 19.862 del Registro Central de colaboradores del 
Estado, que en su reglamento establece, entre otras 
cosas, la necesidad de revisar si la entidad receptora 
está habilitada para ejercer la intervención requerida. 
Tanto la Contraloría, como la Ley de Administración 
Financiera del Estado tienen atribuciones de fiscaliza-
ción al respecto. 

Creo que en este caso fallaron los mecanismos de 
control y los ejecutivos de las instituciones otorgantes. 
Toda vez que el Registro de Colaboradores tampoco 
ha funcionado adecuadamente. 

En todo caso, sí veo un espacio de mejora normati-
va, en lo referido a especificar con mayor precisión el 
artículo 23 de la Ley de Presupuestos, en relación a 
la concursabilidad de las transferencias del Estado a 
instituciones privadas. 

Hace décadas, tras casos de irregularidades admi-
nistrativas en el aparato estatal, se han instalado 
diversas comisiones y agendas de modernización 

y transparencia. ¿Qué se puede rescatar de estas 
experiencias? ¿Qué quedó pendiente?

Creo que estas comisiones son un aporte, al poder 
mirar problemas públicos desde afuera y con mayor 
libertad. Muchas veces se perciben como poco efecti-
vas, pues sus recomendaciones suelen ser demasiado 
ambiciosas en términos de cambios normativos. 

Hay un proyecto de ley sobre Transparencia 2.0 que 
se viene tramitando desde 2018. Esta norma impone 
ciertas normas de transparencia activa a personas 
jurídicas sin fines de lucro. 

¿Cuál es su expectativa respecto de la Comisión 
Ministerial que conforma?

Espero que podamos contribuir a reestablecer una 
relación de confianza entre el Estado y esta infinitud 
de organizaciones colaboradoras que son las orga-
nizaciones de la sociedad civil. Considero que hay 
muchas medidas de carácter administrativo que se 
pueden implementar. 

Por ejemplo, la interoperabilidad entre una diversi-
dad de registros y plataformas existentes como son 
el propio Registro de Personas Jurídicas Sin Fines de 
Lucro (Registro Civil), Servicio de Impuestos Internos 
y el mentado Registro de Colaboradores del Estado 
que actualmente es muy limitado. Todo esto asocia-
do a una “inteligencia de negocios” podría servir para 
advertir  y evitar posibles abusos.

El bullado caso relacionado con Revolución Demo-
crática ha abierto también un manto de duda sobre 
las fundaciones. ¿Qué nos puede decir al respecto? 
¿Se necesita más regulación?

Creo que la mayor regulación no es lo esencial. Hay 
un reciente oficio de la Contraloría General de la 

“Considero que en términos 
generales no hay una falta de 

normativa. Creo que en este 
caso fallaron los mecanismos 
de control y los ejecutivos de 

las instituciones otorgantes”.
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República que explica los procedimientos asociados 
al sistema de compras públicas que es bastante deta-
llado. Si todo eso se aplica en forma regular, ya sería 
un avance significativo

¿Hay cambios que puedan realizarse por la vía 
administrativa?

Tal como mencioné, creo que una buena parte de 
los cambios pueden hacerse por la vía administra-
tiva, mejorando el sistema de registros en términos 
de completitud de los datos que se debiesen admi-
nistrar y su interoperabilidad. Por otra parte, también 
deberían unificarse las formas de rendición de los 
recursos, ya que hay disparidades de criterios y eso 
dificulta la fiscalización e impone costos burocráticos 
excesivos a las instituciones. 

¿Cuál es el rol que cumplen hoy las fundaciones y 
otras organizaciones de la sociedad civil en el país?

En nuestro libro “Comprometidos con Chile” seña-
lamos que las organizaciones de la sociedad civil se 
destacan por varios elementos, entre los que están 
el adelantarse en identificar y abordar problemáti-
cas que no están siendo abordadas por las políticas 
públicas, concentrarse en los contextos de mayor 
vulnerabilidad, ser flexibles e innovadoras en sus 
intervenciones. El trabajo de las OSC no sólo comple-
menta la labor del Estado, sino que moviliza el interés 
público para posicionar problemas y soluciones de 
nuestra sociedad. La sociedad civil está presente en 

todos los países del mundo, su mayor presencia rela-
tiva está en los países más desarrollados. 

Por todos estos elementos es importante potenciar y 
facilitar la relación colaborativa entre estas organiza-
ciones y el Estado en la búsqueda del bien común.

Desde la perspectiva del buen uso de recursos 
públicos, ¿qué tan relevante es la correcta evalua-
ción de los programas estatales?

Es muy relevante la evaluación de los programas 
públicos sociales y no sociales. Creo que se ha hecho 
un buen esfuerzo en mejorar el sistema de monitoreo 
y evaluación (M&S) en los últimos años. La articula-
ción que se ha ido dando entre la DIPRES y la Subse-
cretaría de Evaluación Social es un hito importante en 
lograr una mirada comprensiva de esto. 

La sociedad civil debería estar mucho más atenta a estas 
evaluaciones y ser capaz de opinar sistemáticamente 
sobre los avances y retrocesos de los programas. 

El reciente monitoreo de programas sociales y no 
sociales arrojó que se duplicó el número de aque-
llos que presentan deficiencias y más de la mitad 
tiene problemas de focalización o priorización. 
¿Qué opinión le merecen estos resultados en el 
contexto del aumento de impuestos que propone 
La Moneda? ¿Cómo avanzar hacia programas más 
eficientes?

Todos los años aparecen programas con mal desem-
peño en términos de evaluación y monitoreo. Es difícil 
pensar que esto signifique su eliminación automáti-
camente, pues aún aunque no se logren los objetivos 
de cada intervención en forma oportuna, los gobierno 
pueden determinar que es preferible hacer algo en 
un determinado problema que quedarse de brazos 
cruzados. Lo que no es aceptable es que esta situa-
ción se prolongue indefinidamente, pues el Estado 
también tiene una responsabilidad en términos de 
la efectividad de sus intervenciones y respecto de la 
correcta asignación de los recursos. 

Para la ciudadanía sería clave que el Estado comuni-
que formalmente los esfuerzos que hará para eficien-
tar el desempeño de los programas, aunque no se 
eliminen, pero esta señal es la base antes de solicitar 
más recursos. 

“Espero que podamos contribuir a reestablecer una 
relación de confianza entre el Estado y esta infinitud de 

organizaciones colaboradoras que son las organizaciones 
de la sociedad civil”.  
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Al 31 de diciembre de 2021, el patrimonio de Enami era de US$ 464 millones.  
Al 31 de marzo 2023, llegó a US$ 240 millones, es decir, en 15 meses las pérdidas 
de Enami destruyeron un 48% del patrimonio de la empresa. En medio de la mala 
situación financiera de la estatal, llama particularmente la atención el aumento 
del gasto en personal de la oficina en Santiago.

INEFICIENCIA DE LA 
GESTIÓN PÚBLICA: 

EL CASO DE 
ENAMI

La Empresa Nacional de Minería (Enami) fue creada el 5 
de abril de 1960 a través del Decreto con Fuerza de Ley 
N°153 y surge a partir de la fusión de la Caja de Crédito 
Minero (CACREMI) y la Empresa Nacional de Fundiciones 
(ENAF), con el objeto de apoyar a la pequeña y media-
na industria minera, contribuir a mejorar su competiti-
vidad, entregar asistencia técnica y crediticia, compra, 
procesamiento y comercialización de minerales1.

De esta forma, mediante su labor de compra y proce-
samiento metalúrgico, permite que los pequeños y 
medianos productores puedan acceder al mercado de 
metales refinados en condiciones más favorables que 
si lo hicieran en forma individual.

La empresa es administrada por un directorio 
compuesto por 10 miembros, el cual es presidido por 
la ministra de Minería y subrogado por el subsecretario 
de Minería, quien oficia en representación de la Comi-
sión Chilena del Cobre.

Los otros integrantes representan al Ministro de 
Hacienda (1 director), Presidente de la República (3 

directores), Corporación de Fomento de la Producción 
(1 director), Sociedad Nacional de Minería, SONAMI 
(2 directores) y al Instituto de Ingenieros de Minas (1 
director).

El directorio se reúne periódicamente con el objeti-
vo de definir los principales lineamientos, informarse 
sobre el desempeño financiero y económico, evaluar 
riesgos y oportunidades de negocio, y decidir las estra-
tegias para el desarrollo de Enami y sus trabajadores. 

En las últimas semanas, Enami ha sido fuente de varias 
polémicas que dan cuenta de la necesidad de moder-
nizar su gobierno corporativo de manera de asegurar-
nos que los recursos que el Estado invierte en ella sean 
bien utilizados.

El primero es que, según ha anunciado el Gobierno, 
Enami sería una de las puertas de entrada, además 
de Codelco y la eventual Empresa Nacional del Litio, 
para nuevas inversiones de privados, a los cuales se 
les exigirá el financiamiento de las inversiones, conoci-
miento de la gestión y una participación minoritaria en 
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la propiedad. Al respecto, el vicepresidente Ejecutivo, 
Jaime Pérez de Arce, señaló: “Nosotros sabemos que 
no sabemos de esta industria y, por lo tanto, enten-
demos que tenemos que buscar socios que conozcan 
esta industria”2. El diseño particular de este tema ha 
generado un conflicto entre el directorio y uno de los 
ejecutivos de la compañía (el fiscal Marcel Rocha), sien-
do este último partidario de que las nuevas inversio-
nes sean a través de Contratos Especial de Operación 
de Litio (CEOL) para la filial Enami-Litio, mientras que 
el subsecretario de Minería, ha planteado que no es 
necesario utilizar exclusivamente ese vehículo, ya que 
existen otras alternativas. 

En segundo lugar, la empresa ha propuesto invertir 
cerca de US$ 1.100 millones en una nueva fundición. 
Sin embargo, no hay total claridad del beneficio de 
dicho plan. El valor presente neto de dicha inversión 

varía desde los US$ 389 a los -US$ 137, siendo la prime-
ra estimación realizada por la empresa, mientras que 
la segunda fue realizada por la Comisión Chilena del 
Cobre (Cochilco), lo cual ha generado un conflicto entre 
el Subsecretario de Minería y el vicepresidente Ejecuti-
vo de la Enami3.

Estos problemas se dan en un contexto de destrucción 
de valor de Enami que se ha ido reflejando en sus esta-
dos financieros.

Estados financieros a marzo: 
utilidades operacionales se revierten 
En la actualidad, se ha generado una creciente inquie-
tud por la evaluación de los estados financieros de la 
empresa, ya que tal como se observa en la Tabla N°1, 
en 2021 el resultado final fue una utilidad de US$ 30 
millones, mientras que en 2022 la situación cambió 
bruscamente y la cifra final del año da cuenta de una 
pérdida de US$ 78 millones.   

La Dirección de Presupuestos fijó para el 2023 un 
presupuesto de caja para Enami que debería moderar 
las pérdidas, estableciendo una pérdida final de US$ 
24 millones, lo que incluye volver a tener utilidades 
operacionales y moderar el aumento de los gastos de 
administración. Sin embargo, la empresa ya acumula 
pérdidas por más del doble de lo presupuestado para 
todo el año.

Tal como se aprecia en las últimas dos columnas de 
la tabla anterior, el resultado del primer trimestre del 
presente año ha sido sustancialmente peor que lo 
observado hace un año atrás.  Así es como la utilidad 
operacional pasó de una cifra positiva en US$ 18 millo-
nes, el año pasado, a una pérdida de US$ 10 millones 
en el último trimestre. Adicionalmente, los gastos de 
administración pasaron de US$ 6 millones a US$ 15 
millones, es decir, en un año dichos gastos se multipli-
caron por 2,5 veces.

Este deterioro de la situación operacional, más el incre-
mento de los gastos de administración y de los inte-
reses de la abultada deuda (llegó a más de US$ 1.000 
millones), llevaron a que el primer trimestre 2023 
cerrara con una pérdida de US$ 51 millones, disminu-
yendo sustancialmente el patrimonio de la empresa. 
De hecho, al 31 de diciembre de 2021 dicha cifra era de 
US$ 464 millones y ahora, al 31 de marzo 2023, llegó 
a US$ 240 millones. Es decir, en 15 meses, las pérdi-
das de Enami destruyeron un 48% del patrimonio de 
la empresa.

MIENTRAS EN 2021 ENAMI LOGRÓ UTILIDADES POR US$ 30 
MILLONES, EN 2022 TUVO UNA PÉRDIDA DE US$ 78 MILLONES

Fuente: EE.FF. de Enami disponible en www.CMFCHILE.cl. Decreto presupuestario 2023 
disponible en https://www.dipres.gob.cl/599/articles-306281_recurso_1.pdf

La utilidad operacional pasó de una cifra positiva en 
US$ 18 millones, el año pasado, a una pérdida de US$ 10 

millones en el último trimestre. Adicionalmente, los gastos 
de administración pasaron de US$ 6 millones a US$ 15 

millones, es decir en un año dichos gastos 
se multiplicaron por 2,5 veces.

Tabla N°1: Estados financieros de Enami,
millones de dólares 

2021 2022 Presupuesto 
2023

1er trim. 
2022

1er trim. 
2023

Ing. por ventas  1.540  1.284  1.220  368  354 

Costos de producción  -1.492  -1.311  -1.175  -350  -364 

    Ut. Operacional 

bruta
 48  -27  45  18  -10 

Gtos. de Adminis-

tración
 -30  -40  -44  -6  -15 

Otros ing. y gtos.  16  -11  -23  -11  -26 

    Ut. antes de im-

puestos
 34  -78  -22  1  -51 

Impuestos  -4  -  -2  -  - 

    Util. Final  30  -78  -24  1  -51 

Deuda total  962  959  -  958  1.043 

Patrimonio 464 293  -  292  240 

T E M A S  P Ú B L I C O S
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Gastos de administración y ventas 
suben en 140%
Al desglosar los gastos operacionales surgen interro-
gantes adicionales, ya que tal como se observa en la 
Tabla N°2, dicho ítem de egresos creció en 140% en los 
últimos 12 meses.

Se destacan incrementos sustanciales en los ítems de 
Pagos Directos y Servicios a Terceros, con aumentos 
de 43% y 53% respectivamente. Asimismo, el gasto 
en personal (que corresponde a las oficinas adminis-
trativas en Santiago, ya que el personal productivo es 
parte de los gastos operacionales) se eleva en 144%, 
subiendo desde US$ 3,1 millones en el primer trimes-
tre del 2022 a US$ 7,7 millones en el primer cuarto del 
presente año. 

En tanto, la Tabla N°3, muestra el cambio en la dotación 
de personal de Enami entre los trimestres señalados 
en el párrafo anterior y es así como se puede observar 
que, mientras los trabajadores asociados a la produc-
ción caen, los funcionarios administrativos suben.

Además, dado que el gasto de administración y ventas 
de la oficina en Santiago subió en un porcentaje mucho 
mayor al alza de la dotación, es probable que la remu-
neración de los nuevos contratados sea significativa-
mente superior a lo que existía a inicios de 2022. 

En las últimas semanas, Enami ha sido 
fuente de varias polémicas que dan 
cuenta de la necesidad de modernizar 
su gobierno corporativo de manera de 
asegurarnos que los recursos que el 
Estado invierte en ella sean
bien utilizados.

GASTOS EN PERSONAL DE OFICINA DE ENAMI EN SANTIAGO
SE MÁS QUE DUPLICARON

MIENTRAS LOS TRABAJADORES ASOCIADOS A 
LA PRODUCCIÓN CAEN, LOS FUNCIONARIOS 

ADMINISTRATIVOS SUBEN

Tabla N°2: Gastos operacionales, en miles de dólares 

1er trim. 2022 1er trim. 2023 Var. %

Gastos en personal  3.161  7.714 144%

Pagos directos  299  428 43%

Servicios a terceros  620  950 53%

Depreciación y 

castigos 
 207  197 -5%

Fletes, seguros y otros  1.213  4.846 300%

Gastos de comercia-

lización 
 291  63 -78%

Provisiones  432  731 69%

Total  6.223  14.929 140%

Tabla N°3: Dotación personal de 
Enami, en número de trabajadores 

1er trim. 
2022

1er trim. 
2023 Var. %

Administración 
Santiago (1)

 278  303 9,0%

Plantas y fundi-
ción (2)

 1.002  959 -4,3%

Total  1.280  1.262 -1,4%

Total  6.223  14.929 140%

Fuente: EE.FF. de Enami 1er trimestre 2023, disponible en www.CMFCHILE.cl

Fuente: EE.FF. de Enami 1er trimestre 2023, disponible en www.
CMFCHILE.cl

Notas: (1) incluye administración Santiago y Fomento. (2) Incluye 
Fundición Hernán Videla Lira, Gerencia de plantas, Planta José 
Antonio Moreno, planta Osvaldo Martínez, planta Matta, Planta 
Vallenar, Planta Delta y Agencia y Poderes de compra. 
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1 Memoria Enami 2022, disponible en  https://www.Enami.cl/EnamiTransparente/B_Memorias/Memoria%20Enami%202022_correcci%C3%B3n%20final_reduci-
do%20(1).pdf
2 Fuente: Emol.com disponible en  https://www.emol.com/noticias/Economia/2023/06/07/1097424/Enami-rol-estrategia-litio-estado.html
3 Entrevista al subsecretario de Minería, Willy Kracht, realizada en el Mercurio del 5 de julio de 2023. Disponible en https://www.emol.com/noticias/Econo-
mia/2023/07/01/1099705/subsecretario-mineria-fundacion-Enami-rentabilidad.html

Recomendaciones y 
reflexiones finales
Dado que el Gobierno quiere invertir en Enami y 
además darle un lugar protagónico en su estrategia 
para la explotación del litio, es esencial que la empresa 
tenga una gobernanza que dé garantías de su funcio-
namiento y del buen uso de los recursos. 

I) GOBERNANZA

El gobierno corporativo de Enami no ha tenido actua-
lizaciones a diferencia de otras empresas estatales 
como Codelco, siendo probablemente la única que 
tiene a autoridades políticas, Ministro y Subsecretario, 
en el directorio.  Es necesario avanzar hacia un direc-
torio profesional que haya pasado por el proceso de 
selección de la Alta Dirección Pública.

Adicionalmente, Enami debe ser incorporada a la 
supervisión del Sistema de Empresas Públicas, SEP, 
donde existe una evaluación a la gestión del directorio 
donde debe rendir cuentas.

Dado que el Gobierno quiere invertir en Enami y además 
darle un lugar protagónico en su estrategia para la 

explotación del litio, es esencial que la empresa tenga una 
gobernanza que dé garantías de su funcionamiento 

y del buen uso de los recursos. 

II) OPERACIONES

La fundición actual de Enami tiene problemas estructu-
rales propios de la obsolescencia, lo cual la hace operar 
a pérdida, que no es posible revertir con inversiones 
adicionales, por lo cual es necesario elaborar un plan 
de cierre similar a lo que está realizando Codelco con la 
fundición Ventanas. La evaluación de proyectos indica 
que no es rentable invertir en una nueva fundición, por 
lo cual Enami podría cambiar su modelo de negocios 
para pasar a ser un productor de cobre concentrado al 
igual como lo hacen varias otras empresas mineras de 
cobre en nuestro país, complementando la producción 
de cátodos electrobtenidos (sin necesidad de fundi-
ción) provenientes de los minerales comprados a la 
pequeña minería.

Enami arrastra problemas significativos que ya se están 
reflejando en sus estados financieros. Los problemas 
operacionales y la fuerte alza en gasto en personal han 
llevado a que, en 15 meses, se haya destruido el equi-
valente a un 48% del patrimonio de la compañía.

Para tomar las medidas de gestión y modelo que 
requiere Enami, es esencial modernizar su gobierno 
corporativo, al mismo tiempo que la empresa debe 
pasar a ser supervisada por el Sistema de Empresas 
Públicas, tal como ocurre con la inmensa mayoría de 
las empresas estatales. 

T E M A S  P Ú B L I C O S
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Es por ello que en la XIII versión del seminario “Calidad y 
gestión en la educación”, que llevaremos a cabo junto a 
la Facultad de Educación de la Universidad del Desarro-
llo el próximo 23 de agosto, el foco está puesto en cómo 
recuperar la senda de la calidad en el sistema escolar. 
Para tratar este tema en profundad, la instancia contará 
con la presentación del experto internacional, Michael 
J. Petrilli, quien nos adelantó parte de las materias que 
tratará en su visita al país.

¿Cuáles son las medidas que han demostrado 
ser más adecuadas para revertir las pérdidas de 
aprendizaje y para elevar el desempeño de aque-
llas escuelas que reiteradamente no cumplen con 
estos objetivos?

No cabe duda de que el sistema escolar chileno está 
viviendo momentos difíciles. En la última década, los 

resultados en las mediciones nacionales se encontraban 
estancados y, luego de la pandemia, se registra una caída 

significativa de estos, en lo que sin duda influyó 
el cierre de escuelas.

“Lo que nuestros estudiantes 
perdieron fue tiempo,

por lo tanto, tiempo es lo que 
necesitamos devolverles”

Michael J. Petrilli, 
experto internacional 
de la versión 2023 del 
seminario “Calidad y 
gestión en educación”:

Cuando se trata de abordar la pérdida de aprendizaje 
durante la pandemia del Covid, la mayoría de los acadé-
micos estaría de acuerdo en que lo que nuestros estu-
diantes perdieron fue tiempo, por lo tanto, tiempo es lo 
que necesitamos devolverles.

Primero que todo, eso significa aprovechar al máximo el 
tiempo de instrucción durante el horario regular esco-
lar. No existe fórmula mágica, pero sí varias estrategias 
probadas que aseguran que los alumnos estén concen-
trados y progresando día a día. Los profesores necesitan 
asegurarse de que los alumnos están siendo desafia-
dos, pero no abrumados, y esto generalmente implica 
agrupar alumnos con otros compañeros de habilidades 
similares, al menos una parte del día, y especialmente 
en asignaturas secuenciales como matemáticas. 

Es fundamental contar con materiales curriculares de 
alta calidad, al igual que con profesores bien capacita-
dos. Hay mucho entusiasmo en los Estados Unidos por 
la tutoría frecuente uno a uno o en grupos pequeños, 
aunque los colegios consideran que su implementación 
es un desafío logístico. 

Pero además, necesitamos darles a nuestros alumnos 
tiempo adicional para recuperar lo que han perdido 
durante la pandemia. Esto podría implicar jornadas 
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“Necesitamos darles a nuestros alumnos tiempo adicional 
para recuperar lo que han perdido durante la pandemia. 

Esto podría implicar jornadas escolares más largas o 
extender el año escolar hacia el verano 

o acortar las vacaciones”.

escolares más largas o extender el año escolar hacia el 
verano o acortar las vacaciones. Podría implicar hacer 
clases los fines de semana. O, en el caso de alumnos 
que van atrasados muchos años, pedirles que repitan 
de curso.

Esta última medida es muy controvertida en EE.UU. y 
asumo que también lo es en Chile, pero la investigación 
es clara en que, si los alumnos cuentan con apoyo e 
intervenciones específicas, por ejemplo, repetir el terce-
ro básico podría tener efectos muy positivos. Dada la 
pandemia, este tipo de enfoque podría funcionar bien 
para muchos alumnos. 

¿Qué tan determinante es para el futuro de un niño 
su experiencia escolar? ¿Qué implica el asistir a un 
colegio que sistemáticamente incumple con los 
estándares mínimos de aprendizaje?

Esta es una pregunta muy importante y sorprenden-
temente difícil de contestar con evidencia empírica. 
Permítanme compartir algunas cosas que sabemos 
con certeza.

En primer lugar, las partes más importantes de la vida 
de un niño suceden fuera del colegio. Ocurren en la 
casa, con su familia y en su comunidad. Después de 
todo, los niños pasan la mayor parte de su tiempo fuera 
del colegio, no en el colegio.

Décadas de investigación demuestran que el entor-
no familiar es un fuerte predictor de cómo les irá a los 
alumnos en el colegio, cómo les irá en educación supe-
rior y en el mercado laboral. Esto no debería sorprender: 
¡las familias son importantes! Sobre todo en sociedades 
como Chile y Estados Unidos, con una gran desigualdad, 
ningún programa social, incluyendo las escuelas, puede 
cerrar por completo esa brecha.

Dicho eso, sabemos además que los colegios sí marcan 
la diferencia incluso si no pueden hacerlo todo. Estudios 
empíricos han demostrado que los alumnos que tienen 
mayores avances de un año a otro en asignaturas como 
lenguaje y matemáticas, tienen más probabilidades de 
acceder a la educación postsecundaria y terminar la 
universidad, y ganar más cuando entren al mercado 
laboral. Algunos estudios sobre la educación técnica 
y profesional han mostrado impactos positivos en el 
matrimonio y la estabilidad familiar. Por lo tanto, si bien 
los colegios no pueden hacer milagros, sí son importan-
tes y pueden marcar una gran diferencia, especialmen-
te, para niños que crecen en la pobreza.

Usted ha afirmado que la excelencia académica es 
el antídoto para la desigualdad, ¿es posible exigir 
excelencia en contextos de alumnos con alta vulne-
rabilidad socioeconómica, problemas de conducta 
y provenientes de ambientes violentos donde no 
hay respeto por la autoridad?

Definitivamente es posible apuntar a la excelencia, 
incluso en entornos donde la equidad es una preocu-
pación significativa. De hecho, los únicos colegios que 
marcan la diferencia para niños provenientes de la 
pobreza y de barrios violentos, son aquellos que son 
excelentes día a día. 

Sin duda, estos colegios demuestran excelencia instruc-
cional y tienen altas expectativas sobre los logros de sus 
alumnos, pero además demuestran excelencia operati-
va, es decir, se aseguran de que el programa se reali-
ce de manera consistente y bien ejecutada. Si tienen 
programas de tutoría, se aseguran de que sean excelen-
tes. Si tienen un enfoque de disciplina en el aula a nivel 
escolar, se aseguran de que todos los profesores estén 
bien capacitados en él y que se implemente de manera 
efectiva y consistente.

Ocurre frecuentemente que los colegios que se preo-
cupan por la equidad, es decir, por atender las necesi-
dades de los niños más desfavorecidos, piensan que 
la respuesta es reducir las expectativas, pero ese es “el 
suave fanatismo de las bajas expectativas” y sólo condu-
ce a resultados mediocres.

En Chile, la mayor parte del financiamiento estatal 
a la educación escolar se entrega a través de subsi-
dios a la demanda, es decir, que el dinero que entre-
ga el Estado sigue al alumno y va al establecimiento 
público o privado que éste elige. En ese contexto, 
¿qué tan importante es que exista un sistema de 
accountability sobre las escuelas?

S E M I N A R I O
CALIDAD Y GESTIÓN EN LA EDUCACIÓN
23 DE AGOSTO

Inscripciones y más información
AQUÍ
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“Los colegios que se preocupan por la equidad, es 
decir, por atender las necesidades de los niños más 

desfavorecidos, piensan que la respuesta es reducir las 
expectativas. Pero ese es “el suave fanatismo de las bajas 

expectativas” y sólo conduce a resultados mediocres”.

El sistema de subsidios a la demanda de Chile es envi-
diable a nivel mundial y algo que muchos de nosotros en 
EE.UU. estamos trabajando fuertemente para replicar. 
Sin embargo, creo firmemente que no es suficiente, que 
la elección de colegio es necesaria, pero no suficiente. 
Esto debido a que los colegios tienen una misión social. 
La educación es un bien privado y un bien público.

Me parece muy atractivo que los colegios en Chile deban 
satisfacer a los padres y ganar su confianza y respeto. 
Esto genera muchos beneficios positivos y en sí mismo 
es un modo de accountability.

Pero en nuestra experiencia en EE.UU., sabemos que 
algunos padres elegirán colegios que son bastante 
mediocres. Y si creemos que es importante que los cole-
gios ayuden a los niños a alcanzar su máximo poten-
cial, especialmente su máximo potencial académico, no 
podemos ignorar la mediocridad. 

En muchos casos, puede que los padres elijan la mejor 
opción disponible, pero que los responsables de las 
políticas públicas han fallado al entregar opciones de 
calidad cerca de sus hogares. Por lo tanto, si bien el 
enfoque de demanda es fundamental, también debe-
mos poner atención al enfoque de oferta. Eso implica 

generar incentivos para que los educadores establezcan 
colegios altamente efectivos en barrios de alta pobreza, 
además de cerrar colegios de bajo rendimiento incluso 
si algunos padres los han elegido.

¿Qué características generales debe tener un siste-
ma de accountability para ser efectivo?

En EE.UU. tenemos interminables debates respecto de 
qué indicadores deberían formar parte de los sistemas 
de accountability. Debido a su sistema de subsidios a 
la demanda, creo que la tarea de Chile es más sencilla. 
La elección de colegio ya provee un mecanismo efec-
tivo para que los colegios presten atención a muchas 
cosas que los padres valoran, tales como, capacidad 
de respuesta, instalaciones de calidad y comunicación. 
Por lo tanto, creo que tiene sentido que las métricas de 
accountability se enfoquen en algunas de las cosas que 
los padres pasan por alto. Y eso es especialmente cierto 
cuando se trata de indicadores académicos fundamen-
tales, como el crecimiento de los alumnos de un año a 
otro en exámenes válidos y confiables. Esas ganancias 
en las evaluaciones deberían ser el corazón de un siste-
ma de accountability y, si es bien diseñado, podría asegu-
rar un piso firme para que los colegios no puedan caer. 
Nuevamente, no se espera que hagan milagros, pero 
incluso en los barrios más difíciles los colegios pueden 
asegurarse de que sus alumnos aprendan el equivalen-
te a un año de lenguaje y matemáticas en el transcurso 
de un año. Si no pueden cumplir eso, no deberían estar 
en el sistema.

Si el objetivo es asegurar que los recursos que 
entrega el Estado se inviertan en una educación de 
calidad, ¿qué rol cumplen las evaluaciones estan-
darizadas y el establecimiento de estándares de 
aprendizaje para las escuelas?

Creo que las evaluaciones estandarizadas, así como 
los estándares académicos que clarifican las expectati-
vas de aprendizaje, son esenciales. La única manera de 
desarrollar evaluaciones válidas y confiables y que inter-
preten si los alumnos están cumpliendo expectativas 
elevadas y asignaturas académicas fundamentales es 
comenzar con estándares académicos robustos. Afor-
tunadamente hemos aprendido bastante en las últimas 
tres décadas sobre cómo diseñar estándares y evalua-
ciones que cumplan con altas cualificaciones técnicas y 
puedan utilizarse en sistemas de accountability efectivos.

Michael J. Petrilli es presidente del Instituto Thomas B. Fordham, 
investigador asociado de la Institución Hoover de la Universidad de 
Stanford, editor ejecutivo de Education Next y distinguido miembro 
senior de la Comisión de Educación de los Estados Unidos. Escritor 
galardonado, autor de The Diverse Schools Dilemma, editor de Education 
for Upward Mobility y coeditor de How to Educate an American and 
Follow the Science to School. Experto en colegios subvencionados, 
responsabilidad escolar, prácticas basadas en evidencia y tendencias en 
resultados de evaluaciones. Petrilli ha publicado columnas de opinión 
en el New York Times, Washington Post, Wall Street Journal, Bloomberg y 
Slate y aparece con frecuencia en televisión y radio. Ayudó a crear la 
Oficina de Innovación y Mejoramiento del Departamento de Educación 
de EE.UU. y la Red de Innovadores de Políticas en Educación. Es 
miembro de los consejos asesores de la Asociación de Educadores 
Estadounidense, MDRC y la Asociación Nacional de Autorizadores de 
Colegios Subvencionados.
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G I M N A S I A  P O L Í T I C A

A mediados de junio se conocieron irregularidades que 
involucran a militantes de Revolución Democrática y al 
Minvu en un asunto que, según la Fiscalía, podría haber 
constitución de delito. El primer caso, el de la fundación 
Democracia Viva, dice relación con la asignación direc-
ta de $426 millones -en distintas transferencias- para 
efectuar trabajos relacionados con la erradicación de 
campamentos. Esta fundación era representada por 
Daniel Andrade (RD), entonces pareja de la diputada 
Catalina Pérez (RD), quien recibió fondos por instruc-
ción del entonces seremi de Vivienda de Antofagasta, 
Carlos Contreras (RD), ex jefe de gabinete de la diputa-
da Catalina Pérez. 

Tras esto, comenzaron a destaparse otros casos de 
millonarias transferencias directas a fundaciones que, 
en más de un caso, no sólo no tienen experiencia o 
trayectoria, sino que ni siquiera cuentan con el giro 
correspondiente para efectuar los trabajos y obras 
que ofertan. En total, el dinero comprometido -hasta 
mediados de julio- sería de más de $14 mil millones. 

Al alero de estos casos, cabe recordar que una de las 
características de los movimientos y partidos nacidos 
en la izquierda post crisis económica del 2008, tiene 
que ver con una denuncia constante a la relación entre 
dinero y política, incluidos RD y el resto de partidos 
que forman el Frente Amplio, coalición del Presidente 
Gabriel Boric. Así, su triunfo electoral fue cimentado 
en desacreditar a toda una generación política -la de 
los 30 años- bajo acusaciones de baja calidad moral y 
abuso. Algo que ellos venían a cambiar.

GIMNASIA POLÍTICA

Al asumir en la Cámara de Diputados, una de las prime-
ras propuestas de los ex líderes estudiantiles, Giorgio 
Jackson y Gabriel Boric, fue reducir la dieta parlamen-
taria al 50%, usando la noción de una dieta “ética”. En 
medio de la inscripción de RD como partido, el enton-
ces diputado Jackson declaró que “si otros no han podi-
do encargarse de arreglar las situaciones de corrupción 
que existen en nuestro país, tenemos que tomarnos la 
política con nuestras propias manos”.

Por eso, por haber cimentado su proyecto político en 
la probidad y la superioridad moral, es esperable que, 
al conocerse estos casos de posible corrupción, este 
mismo sector, en un intento de recuperar la credibili-
dad perdida, reaccione rasgando vestiduras y acuñan-
do términos como “caiga quien caiga” o “no se debe 
meter a todos en el mismo saco” (pese a que ellos sí 
metieron a todos los de los 30 años en el mismo saco). 

Lamentablemente estas reacciones altisonantes no se 
hacen cargo del problema principal: pese al discurso 
moralista que los llevó al poder y pese a la convicción 
-aun persistente- de ser superiores, entre sus filas efec-
tivamente hay corrupción. Lo grave de esto es que las 
víctimas no son los políticos o partidos, sino las perso-
nas más vulnerables a quienes estarían dirigidos los 
programas y recursos. 

LA CAÍDA DEL ALTAR MORAL
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Uno de los rasgos principales del llamado caso 
“Democracia viva” fue la confusión respecto de cómo 
y cuándo el Gobierno y los personeros del oficialismo 
tuvieron conocimiento de los polémicos convenios 
pues, con el transcurso de los días, el discurso mutó de 
mostrarse sorprendidos a reconocer que tenían ante-
cedentes al respecto. El presidente de RD, senador 
Ignacio Latorre, tuvo información de parte del enton-
ces representante legal de Democracia Viva, Daniel 
Andrade, y del ahora ex seremi, Carlos Contreras, 10 
días antes del 16 de junio, cuando explotó el caso en 
el medio local Timeline. El senador reconoció ese día 
haber recibido antecedentes “parciales”, no haber 
informado a los ministros Montes y Jackson, aunque 
no despejó si informó al jefe de asesores del Presiden-
te, Miguel Crispi u otras autoridades de La Moneda. 
Días más tarde, el propio Presidente Boric abordó el 
tema y reconoció haber tenido conocimiento de esto 
a través del oficio fiscalizador de la diputada Yovana 
Ahumada, el que tiene fecha 7 de junio, es decir, 9 días 
antes de la publicación del medio regional, añadiendo 
que “alrededor” de esa fecha, se constató que podían 
existir irregularidades. 

A las confusas versiones del Mandatario, de la voce-
ra de Gobierno y del senador Latorre se suman las 
dudas que subsisten de cuándo realmente se enteró 
de esto el Ministro Montes. Él afirmó que, antes de 
conocerse el caso en la prensa, había sido alertado 
de contrataciones excesivas de militantes de RD en 
el Serviu de Antofagasta, pero no así de la existencia 
de esos convenios ni tampoco de las denuncias que 
recibió la entonces subsecretaria, Tatiana Rojas, a 
través de un mail enviado el 2 de mayo por parte de 
funcionarios del Minvu. Días más tarde, en la Cámara 
de Diputados, Montes aseguró que “el día 16 estaba 
en O`Higgins en una entrega de viviendas y viniendo 
de regreso recibimos la información y ese fue el día”. 

Tras esta nueva versión, el Ministro de Justicia tuvo 
que salir a aclarar la confusión, haciendo hincapié en 
los dichos del Presidente Boric: “el Presidente no se 
ha equivocado, el Presidente ha sido bien transparen-
te como suele ser, el Presidente se ha referido al Esta-
do de Chile. El Estado de Chile objetivamente tomó 
conocimiento de eso con el oficio el 7 de junio, pero 
solo basta revisar el oficio y verán que está dirigido al 
seremi de Vivienda”. 

Al alero de estas contradicciones, el caso abrió aristas 
penales que indaga el Ministerio Público por presunto 
tráfico de influencias, malversación de fondos públi-
cos y fraude al Fisco. Y si bien a la fecha aún no hay 
resultado a estas indagatorias, estas transferencias 
sugieren al menos el uso sistémico de un esquema 
defraudatorio. 

Pero volviendo al inicio, ¿es posible que la diputa-
da Catalina Pérez no estuviera en conocimiento de 
transferencias millonarias a la fundación que dirige 
su pareja? ¿Nadie en el Ministerio supo a tiempo que 
se asignaban recursos fiscales entre amigos con fines 
espurios? ¿Quién hace seguimiento respecto al buen 
uso de los recursos públicos y dónde estaba mientras 
todo esto ocurría? ¿Qué responsabilidad le cabe en 
esto a Contraloría?

Este caso es grave, pues afecta la institucionalidad y la 
confianza pública hacia la política en general; afecta a 
las personas, a los partidos, al Parlamento y al Gobier-
no. De paso, impacta en el normal funcionamiento de 
la democracia y sus instituciones. Por ello, ahora que 
el Frente Amplio se quedó sin margen para dar discur-
sos desde su altar moral, sería positivo que reflexio-
nen y enmienden el rumbo. Si no es por su vapuleado 
sector político, que sea por Chile. 

AMBIVALENCIA Y CONFUSIÓN DISCURSIVA
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Actualmente se está tramitando en 
el Senado, en primer trámite cons-
titucional, un proyecto de ley que 
pretende establecer una excepción al 
secreto y reserva bancaria aplicable a 
altas autoridades de la administración 
del Estado, modificando el artículo 154 
de la Ley General de Bancos. Se trata 
de dos mociones refundidas (boletines 
N°14.955-03 matriz y N°15.697- 03) que 
fueron presentadas por los senadores 
Alejandra Órdenes y Esteban Velásquez. 
Entre las autoridades afectas a esta 
normativa, estarían el Presidente de la 
República; ex Presidentes; ministros; 
senadores; diputados; miembros de 
Tribunales superiores; Contralor Gene-
ral de la República; Comandantes en Jefe 
de las Fuerzas Armadas; General Direc-
tor de Carabineros; Director General de 
la Policía de Investigaciones; delegados 
presidenciales regionales y provinciales; 
consejeros regionales; alcaldes; conceja-
les, entre otros.

Los proyectos contienen ciertos aspec-
tos en común. En primer lugar, imponen 
el deber a ciertas autoridades de autori-
zar a los bancos en los que tienen opera-
ciones de depósitos y captaciones de 
cualquier naturaleza a proporcionar, sin 
mayores trámites, cualquier anteceden-
te requerido por la UAF, la CMF y el SII 
para el cumplimiento de sus funciones. 

EXCEPCIÓN AL 
SECRETO Y RESERVA 
BANCARIA DE CIERTAS 
AUTORIDADES

Esta autorización debe otorgarse dentro 
de los primeros 30 días desde la inves-
tidura del cargo y tiene efecto hasta el 
cese de sus funciones. En caso de inob-
servancia a esta obligación, se considera 
un incumplimiento grave al principio de 
probidad, y los organismos competen-
tes pueden ejercer las acciones corres-
pondientes. Además, se establece que 
el banco debe remitir dicha autorización 
a los organismos respectivos dentro de 
los 15 días posteriores a su recepción, 
y en caso de incumplimiento, se aplica-
rán las sanciones establecidas en la Ley 
N°21.000 que Crea la Comisión para el 
Mercado Financiero.

Sin perjuicio del marco de protección en 
torno al secreto y reserva bancaria, la 
legislación reconoce ciertas limitaciones 
que permiten traspasar esa protección 
en situaciones específicas. Estas limi-
taciones buscan equilibrar la necesi-
dad de mantener la confidencialidad y 
seguridad de los datos bancarios, con la 
importancia de garantizar la transparen-
cia, el cumplimiento de la ley y la preven-
ción de actividades ilícitas. Es así como 
la normativa vigente contempla salve-
dades y procedimientos específicos que 
permiten a determinadas autoridades, 
acceder a información protegida bajo 
secreto o reserva bancaria si una dispo-
sición legal lo autoriza expresamente y 

cuando se cumplan los requisitos lega-
les establecidos y se justifique la nece-
sidad de obtener dicha información en 
aras de intereses legítimos.

Si bien la regulación actual contempla 
la declaración de intereses y patrimonio 
de las autoridades, estos proyectos de 
ley proponen ir más allá, bajo el argu-
mento que “todavía pueden quedar cier-
tos bienes de determinadas autoridades 
que queden sujetos a ciertas reservas, 
haciendo excepción a esta transparen-
cia y publicidad esperada. En particular, 
el presente proyecto se refiere al secre-
to y reserva bancaria, que impide a los 
bancos proporcionar información de 
productos que un cliente tenga en tal 
entidad a terceros”.

En ese sentido, es relevante que exista 
un adecuado equilibrio entre la probi-
dad y la protección de la vida privada 
de las autoridades. El levantamiento 
del secreto o reserva bancaria respecto 
a las autoridades, de forma obligatoria, 
sin una justificación clara y proporciona-
da no se ajusta a este equilibrio y podría 
conducir a situaciones en las que se 
produzcan intromisiones innecesarias 
en la vida privada, generando un prece-
dente peligroso en términos de protec-
ción de derechos fundamentales.

VALORACIÓN: 

2 2

C O N G R E S OC O N G R E S O



La moción parlamentaria que se analiza 
fue ingresada el 30 de mayo de 2023 y 
modifica el Código Penal para tipificar 
el delito de justificación, aprobación o 
negación de violaciones a los derechos 
humanos cometidas en Chile. Así, propo-
ne sancionar a través de la vía penal a 
quienes justifiquen, aprueben o nieguen 
las violaciones a los derechos huma-
nos cometidas por agentes del Estado 
durante la dictadura cívico militar ocurri-
da en Chile entre el 11 de septiembre de 
1973 y el 10 de marzo de 1990, consigna-
das en cuatro informes y los posteriores 
que sean reconocidos por el Estado en 
la materia.

Cabe señalar que la amenaza de sanción 
penal se erige como una censura previa 
a este tipo de discursos, siendo una 
propuesta inconstitucional, tal como 
declaró el Tribunal Constitucional cono-
ciendo de otro proyecto de ley cuyo 
texto analizado es prácticamente idén-
tico al de esta moción, al que se deno-
minó popularmente en su minuto “Ley 
Mordaza”.

JUSTIFICACIÓN, 
APROBACIÓN O NEGACIÓN 
DE VIOLACIONES A LOS 
DERECHOS HUMANOS

Cinco círculos: digno de aprobación sin modificaciones · Cuatro círculos: digno de aprobación con modificaciones menores · Tres círculos: requiere mejo-
ras sustanciales · Dos círculos: debe ser reformulado íntegramente · Un círculo: no debiera ser aprobado (idea de legislar objetable).

Al respecto, consideramos que los dere-
chos afectados de las víctimas pueden 
ser salvaguardados a través de otras 
vías menos lesivas a la libertad de expre-
sión que la consagración de un delito de 
negacionismo; no corresponde a autori-
dad la determinación de cuáles expre-
siones pueden ser perjudiciales para la 
sociedad democrática, encontrándonos 
lejos de la antigua “democracia prote-
gida” que imperó en la década de los 
’80; el establecimiento de una memoria 
histórica o una verdad oficial, en cambio, 
sí es perjudicial para la democracia, sien-
do incompatible con el pluralismo y el 
espíritu de tolerancia. El tipo penal que 
se consagra, por su parte, pasa a llevar 
el principio de reserva legal y taxatividad 
propias del derecho penal, y se configura 
dentro del derecho penal simbólico, muy 
criticado en la doctrina. En suma, se trata 
de una figura que no debe ser introduci-
da en nuestro ordenamiento jurídico.

Lo que se pretende sancionar con el deli-
to de negacionismo que se propone en el 
proyecto de ley no son las consecuencias 
externas que se deriven de estos discur-
sos, sino más bien la sola expresión de 
ellos, constituyéndose al efecto en una 
suerte de censura previa, es decir, en 
un intento de acallarlos a través de la 
amenaza de sanción penal, cuestión que 
vulnera la esencia del derecho.

VALORACIÓN: 

l i b e r t a d  y  d e s a r r o l l o   ly d . o r g 2 3

C O N G R E S O



E N  I M Á G E N E S

COYUNTURA
POLÍTICA Y

ECONÓMICA 
El martes 25 de julio se llevó a cabo el seminario de 
Coyuntura Política y Económica del primer semestre, en 
el cual expuso José Antonio Kast.

Kast se refirió a la experiencia y estrategia de 
Republicanos en torno al proceso constituyente de 2022, 
el plebiscito de salida y la pasada elección de mayo.

El ex candidato presidencial destacó la importancia del 
proceso constitucional, señalando los puntos que deben 
ser considerados en el texto en materia de pensiones, 
educación, salud y tratados internacionales, entre otras. 

En cuanto a los desafíos futuros, mencionó la relevan-
cia de las elecciones municipales y las elecciones 
parlamentarias y presidenciales de 2025, escenario en el 
que cree relevante la defensa de la libertad y el combate 
a la corrupción.

Seminario de 

del primer semestre
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12 INVESTIGADORES DE LYD PARTICIPARON 
EN AUDIENCIAS PÚBLICAS DEL PROCESO 
CONSTITUCIONAL

Entre el 30 de junio y el 1 de julio investigadores de LyD participaron en 
las audiencias públicas contempladas en el proceso constitucional en 
distintas universidades del país.
Así, Pablo Eguiguren, Pedro Varela, Ingrid Jones, Soledad Monge, María 
Paz Valenzuela, Juan Ignacio Gómez, Paulina Henoch, Trinidad Schle-
yer y Daniel Rebolledo presentaron sus propuestas para el nuevo texto 
constitucional.
En tanto, durante la semana del 3 al 7 de julio fue el turno de las audien-
cias en el Consejo Constitucional. En esta instancia expusieron Pilar 
Hazbun, en la Comisión Sistema Político, Reforma a la Constitución y 
Forma de Estado acerca de “Mecanismos de colaboración y de pesos 
y contrapesos entre Ejecutivo y Legislativo”; Fiorella Romanini, en la 
Comisión Principios y Derechos Civiles y Políticos donde abordó el tema 
“Estados de Excepción Constitucional”; y Esteban Ávila, en la Comisión 
Función Jurisdiccional y Órganos Autónomos sobre “Corte Constitucio-
nal: experiencia comparada y desafíos”.
Adicionalmente, el 11 de julio, la Economista Ingrid Jones, presentó en 
calidad de experta, sobre derecho a la seguridad social en el Antepro-
yecto frente al Consejo Constitucional. 

BETTINA HORST FUE NOMBRADA EN EL COMITÉ 
ESTRATÉGICO PARA EL PLAN DE HIDRÓGENO VERDE

Con el objetivo principal de definir una hoja de ruta entre 2023 y 2030 
que permita el despliegue de la industria del hidrógeno verde, el 
Gobierno convocó el pasado 6 de julio a un Comité Estratégico para el 
Plan de Hidrógeno Verde.
En la instancia, compuesta por 10 integrantes, fue nombrada la Direc-
tora Ejecutiva de Libertad y Desarrollo, Bettina Horst.
El Comité también está integrado por la ex Presidenta de la Repúbli-
ca, Michelle Bachelet; el ex ministro de Energía y Minería, Juan Carlos 
Jobet; el investigador, consultor y exministro de Obras Públicas, Hernán 
de Solminihac; la rectora de la Universidad de Chile, Rosa Devés; la 
directora de la Unidad de Santiago de la Universidad de Concepción, 
Marcela Angulo; la académica de la Universidad de Chile, investigado-
ra del Centro de Ciencias del Clima y la Resiliencia y Coordinadora de 
la Red de Pobreza Energética, Anahí Urquiza; los gobernadores Jorge 
Flies (Magallanes y Antártica Chilena) y Ricardo Díaz (Antofagasta), y la 
Doctora en Ciencias Naturales y ex convencional constituyente, Cristina 
Dorador.

0
3 MACARENA GARCÍA PARTICIPÓ EN 

SEMINARIO SOBRE 
DESCENTRALIZACIÓN FISCAL

La Economista Senior de LyD, Macarena García, 
participó en el seminario “Oportunidades y desafíos 
de la descentralización fiscal en Chile” organizado 
por Clapes UC.
En la oportunidad, expusieron el ministro de 
Hacienda, Mario Marcel, y el Presidente del Consejo 
Fiscal Autónomo, Jorge Rodríguez.
García se refirió a la importancia de que la descen-
tralización se dé en un contexto de cuentas fiscales 
sostenibles en el panel que compartió con la Direc-
tora de la Escuela de Gobierno UC, Andrea Repetto.

0
4 PRESIDENTE DEL CONSEJO ASESOR PARTICIPÓ EN 

“LA SEMANA ECONÓMICA” DE ICARE

El Presidente del Consejo Asesor de LyD, Luis Larraín, participó, junto a 
Guillermo Larraín, Profesor Asociado de la Facultad de Economía y Nego-
cios de la Universidad de Chile, en “La semana económica”, encuentro 
organizado por Icare y conducido por Michèle Labbé, Economista de la 
Facultad de Gobierno de la Universidad San Sebastián. En el encuentro  
analizaron los alcances de la propuesta de reforma de pensiones.
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0
5 PABLO EGUIGUREN EN COMITÉ 

TÉCNICO DE LEY CORTA DE ISAPRES 

El pasado 3 de julio se constituyó en el Senado un 
comité técnico para apoyar el diseño de la ley corta 
de Isapres que actualmente se tramita. El objeto de 
la instancia, que trabajó durante todo julio, fue anali-
zar el escenario financiero de la industria y la formu-
lación de propuestas para cumplir el mandato de la 
Corte Suprema, a la vez que buscar soluciones a la 
crisis del sistema.
El comité estuvo conformado por representantes 
de los ministerios de Salud y Hacienda, del gremio 
de las Isapres, centros de estudios, universidades y 
asesores parlamentarios. Dentro de estos últimos 
se encontró el Director de Políticas Públicas de LyD, 
Pablo Eguiguren, quien junto a Teresita Santa Cruz 
(FJG), trabajó con el senador Sergio Gahona. 0

6

0
7

SEMINARIO SOBRE INDUSTRIA DEL LITIO

Con el objetivo de analizar si como país seremos capaces de desa-
rrollar el mercado del litio de cara al actual boom en el contexto de 
la reciente Estrategia Nacional del Litio, se llevó a cabo el seminario 
“¿Lograremos desarrollar la industria del litio a tiempo?”.
En la oportunidad expusieron Daniela Desormeaux, Directora de 
Estudios en Vantaz Group y Directora de CESCO, y Juan Carlos Jobet, 
ex biministro de Energía y Minería y Decano de la Facultad de Nego-
cios de la Universidad Adolfo Ibáñez, quienes fueron moderados por 
Hernán Cheyre.
Mientras Desormeaux hizo un detallado análisis de las característi-
cas particulares que presenta el mercado del litio en el mundo, así 
como sus perspectivas de mediano y largo plazo; Jobet comentó los 
principales desafíos que conlleva la actual Estrategia Nacional del 
Litio presentada recientemente por el Gobierno.

TALLER MACRO DE JULIO

La Presidenta del Banco Central, Rosanna Costa, fue la invitada a presentar en el Taller 
Macro de julio, titulado “Evolución macroeconómica y política monetaria”. 
La economista se refirió al desafío de la economía chilena de mejorar la inversión y 
recomponer el ahorro para continuar reduciendo el déficit en cuenta corriente. A su vez, 
destacó que la política monetaria restrictiva ha contribuido a reducir la inflación, la cual 
continuará disminuyendo en los próximos meses y convergerá a la meta de 3% anual 
durante el segundo semestre de 2024.

0
8 INGRID JONES EN SEMINARIO UAI SOBRE PENSIONES

La Economista de LyD, Ingrid Jones, fue la encargada de comentar el trabajo del Doctor 
en Economía y Académico de la Universidad Adolfo Ibáñez, Salvador Valdés, “Inequality in 
pension contribution gaps” (Desigualdad en las brechas de aporte previsional), el pasado 
7 de julio en la UAI.
Jones se refirió, entre otras cosas, a la importancia de la densidad de cotizaciones en el 
monto de las pensiones autofinanciadas. “Por eso que el documento es de gran rele-
vancia, pues incorpora a la discusión el hecho de que las lagunas afectan mayormente a 
quienes se encuentran en los deciles más bajos de ingresos”, explicó.
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DERECHO, LEGISLACIÓN Y LIBERTAD POD
Friedrich A. Von Hayek /2023

En la presente edición, en efecto, los tres volúmenes 
originarios se publican como otras tantas partes, con 
los mismos títulos, excepto la Tercera Parte, que aquí 
recibe el nombre de «El orden político de un pueblo 
libre» (no de una sociedad libre), que entendemos es 
más ajustado al título original inglés, no sólo en la letra 
sino también en el espíritu. A esta idea de una mayor 
fidelidad al original inglés responden los cambios efec-
tuados en la traducción de toda la obra. 

NUEVOS LIBROS POD
PRINT ON DEMAND

LIBERALISMO LA TRADICIÓN CLÁSICA POD
Ludwig Von Mises /2023

La presente edición española es la 7ª de las publica-
das hasta ahora. Las ediciones anteriores, todas ellas 
también en Unión Editorial, utilizaron una elegante 
traducción de Joaquín Reig Albiol, buen conocedor 
del pensamiento de Mises, realizada sobre la segunda 
edición inglesa de 1962, mientras que la actual edición 
se basa en el texto original de 1927, si bien se ha creí-
do oportuno incluir, como en ediciones anteriores, 
el Prefacio que para la traducción inglesa escribiera 
en 1962 el propio Ludwig von Mises. También se ha 
conservado el Prólogo escrito para la edición anterior 
por el profesor Julio  César de León Barbero.  

COMPRA ONLINE
EN WWW. LYD.ORG
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